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NOTA INFORMATIVA 
SOBRE LA REUNIÓN CON 

LA MINISTRA DE 
JUSTICIA 

 

A las 16 horas del día 23 de julio de 2018 se

celebró una reunión entre el Ministerio de

Justicia y las Asociaciones Judiciales y

Fiscales.  

 

Asistieron por parte del Ministerio, la Ministra

de Justicia, Dolores Delgado, el Secretario de

Estado, Manuel Dolz, el Secretario General de

la Administración de Justicia, Antonio Viejo, la

Directora General de Relaciones con la

Administración de Justicia, Esmeralda Rasillo,

la Directora General de Modernización de la

Justicia, Desarrollo Tecnológico y

Recuperación y Gestión de Activos, Sofía

Duarte, y el Director de su Gabinete, Borja

Sastre.  

 

Por parte de las asociaciones, Manuel

Almenar (Asociación Profesional de la

Magistratura);  

 

derogación del

artículo 324 de la

Ley de

Enjuiciamiento

Criminal en

cuanto limita el

tiempo de

instrucción de los

procedimientos

penales. 

El secretariado permanente de la
Unión Progresista de Fiscales 



Boletín Boletin 
informativo

S E P T I E M B R E  2 0 1 8 .  N Ú M E R O  1

 

Raimundo Prado (Asociación de Jueces Francisco de Vitoria); Ignacio González Vega y

Diego Gutiérrez (Juezas y Jueces para la Democracia); Concepción Rodríguez y

Roberto Esteban (Foro Judicial Independiente); Jesús Alonso y Montserrat García

(Asociación de Fiscales); Emilio Fernández (Unión Progresista de Fiscales), y Miguel

Pallarés y Ana Fernández (Asociación Profesional e Independiente de Fiscales). 

 

Esta reunión había sido convocada por el Ministerio con el siguiente orden del día:  

 

1º Mejoras retributivas a cargo del presupuesto de 2018. 

 

2º Perspectivas para el presupuesto de 2019. 

 

3º Proyectos normativos relativos al estatuto de jueces, magistrados y fiscales. 

 

4º Derechos colectivos. 

 

5º Ruegos y preguntas.  

 

Tras una breve presentación de los asistentes, la Ministra expuso la posición del

Ministerio ante las reivindicaciones de las carreras judicial y fiscal.  

 

En cuanto a las mejoras retributivas a cargo del presupuesto de 2018, se refirió a dos

aspectos: a) Retribución fija: la aplicación de las ya establecidas para la función pública

en general, consistentes en la subida de alrededor de un 8% en tres años, con efectos al

1 de enero de este año. b) retribución variable: la disposición de 7 millones de euros

para 

 

 



Boletín Boletin 
Informativo

S E P T I E M B R E  2 0 1 8 .  N Ú M E R O  1

 

repartir entre jueces, fiscales,

letrados de la Administración de

Justicia y forenses, una vez se

obtenga la autorización del

Ministerio de Hacienda para

trasladar la partida del capítulo

II (Gastos corrientes y

modernización) al I (Personal)

de los Presupuestos Generales

del Estado; de esa cifra, la

mitad iría a parar a jueces y 1’7

millones a fiscales,

efectuándose un reparto lineal y

a abonar a fin de año en

concepto de retribución

variable.  

 

Las mejoras retributivas del

próximo año quedan

supeditadas a la disponibilidad

presupuestaria,

comprometiéndose a negociar

con el Ministerio de Hacienda y

el presidente del Gobierno una

dignificación de nuestra función.

Se comprometió a convocar

inmediatamente la Mesa de

Retribuciones para finales de

septiembre, a fin de abordar la

remuneración de las

retribuciones variables,

sustituciones internas, grupos

de población, guardias y

recuperación del poder

adquisitivo perdido estos

últimos años.  

 

Sobre los proyectos legislativos en marcha,

y tras reunirse con los grupos

parlamentarios del Congreso de los

Diputados, efectuó las siguientes

previsiones: a) la recuperación de las

licencias y permisos antes de diciembre,

con el establecimiento de una cláusula de

subsidiariedad que permita la aplicación

inmediata de los logros de la función

pública en general. b) sobre el Consejo

General del Poder Judicial, el abandono del

sistema presidencialista y la vuelta al

sistema colegiado con dedicación exclusiva

de todos sus miembros. Sin embargo no se

contempla que se cambie el sistema de

elección de sus miembros. c)  la supresión

del magistrado autonómico. d) la

derogación del artículo 324 de la Ley de

Enjuiciamiento Criminal en cuanto limita el

tiempo de instrucción de los

procedimientos penales  
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Hay compromiso en cuanto a la elaboración de un nuevo reglamento de la Carrera

Fiscal y que la formación de los fiscales no dependa del Ministerio de Justicia sino de

la Fiscalía General del Estado. No obstante se anuncia que no se crearán las 69

plazas de fiscales anunciadas ya que a pesar del compromiso del anterior Ministro,

no estaban presupuestadas. Se intentarán crear las plazas que se puedan según los

presupuestos. Y la inclusión de los fiscales en la cabecera del B.O.E.  

 

Además, se comprometió a la creación de grupos de trabajo sobre la Nueva Oficina

Judicial y el Expediente Judicial Electrónico que estudien el estado actual y los

problemas existentes y que serían convocados para finales de septiembre.  Se

pretende ralentizar la implantación del expediente digital hasta que se evalúen estos

problemas. 

 

Por último, en lo referido a derechos colectivos, se refirió al reconocimiento del

derecho de huelga, y al ser preguntada sobre su desarrollo normativo específico, el

secretario de Estado afirmó que resultaba innecesario por ser aplicable directamente

la Constitución y la normativa preconstitucional, por lo que la acción del Ministerio se

limitaría a la fijación de servicios mínimos para los fiscales y la consiguiente

detracción de haberes. 

 

En todo caso, las Asociaciones firmantes continuamos reclamando la materialización

de las propuestas formuladas conjuntamente, tanto en lo que se refiere a la elección

directa de los vocales de origen judicial del CGPJ como en materia de derechos

profesionales y dignificación retributiva, y modernización de la Justicia. De igual

modo, las asociaciones de fiscales seguiremos luchando por la paralización del

sistema de implantación de la justicia digital, con tramitación paralela en papel,

mientras la solución digital no sea satisfactoria, rápida y útil. Si en las reuniones

convocadas para el mes de septiembre no se constataran avances en los

compromisos asumidos, valoraremos retomar las movilizaciones actualmente

suspendidas en pro de la negociación. 

 

24 de julio de 2018 
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COMUNICADO EN DEFENSA DE LA 
SOBERANÍA E INDEPENDENCIA DE LA 

JURISDICCIÓN ESPAÑOLA

La Unión Progresista de Fiscales, ante las

noticias surgidas en los últimos días en

relación con la interposición de una

demanda contra el juez Pablo Llarena,

quiere ratificar su compromiso en la defensa

de la soberanía e independencia de la

jurisdicción española

Entendemos que resulta absolutamente inasumible, así como completamente

improcedente, el intento de fiscalizar o enjuiciar, ante órganos judiciales

extranjeros, la actividad jurisdiccional desarrollada por un magistrado español

en el pleno ejercicio de sus funciones. El solo planteamiento de esta cuestión

supone un grave atentado contra la soberanía del estado español y contra la

independencia de sus órganos jurisdiccionales. 

 

Manifestamos, consecuentemente, nuestra unidad en defensa del juez

instructor así como la necesidad de que el estado español se persone en el

procedimiento judicial iniciado en Bélgica a fin de alegar, como cuestión previa,

la inmunidad de jurisdicción en relación al libre ejercicio de su funciones en el

ámbito del proceso penal iniciado en España. 

 

Secretariado Permanente 

 

Albacete, 25 de agosto de 2018 
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Por medio de esta carta queremos transmitir a nuestros asociados y a la opinión

pública en general nuestra valoración de la reunión mantenida en el día de ayer

con el Presidente del Partido Popular, D. Pablo Casado, y con el secretario

general de dicho partido. D. Teodoro Garcia, su portavoz parlamentario Dña.

Dolores Monserrat, así como el encargado del área de Justicia D. Rafael Catalá,

y la portavoz en la Comisión de Justicia Dña. María Jesús Moro.  

Pusimos de manifiesto en primer lugar, ya lo habíamos hecho antes en Twitter,

nuestro desagrado por la circunstancia de que el Partido convocante hubiese

trasladado a los medios de comunicación una nota en la que aparecía, al igual

que en la propia agenda del partido, que el objeto de la reunión era el relativo al

 caso Llarena, que en realidad ni siquiera figuraba en el orden del día. 

 

Posteriormente nuestro Presidente, Emilio Fernández, procedió a contestar y en

algunos casos a rebatir las afirmaciones del Sr. Casado, ratificando, en primer

lugar, las reivindicaciones conjuntas de las asociaciones respecto a la mejora de

la justicia, e incidiendo en particular en los siguientes puntos: 

 

- Respaldo a la labor de fiscales y jueces en Cataluña, y apoyo de todo tipo,

procurando fomentar el desempeño de sus funciones en condiciones óptimas, y

evitarla salida de profesionales de dicha Comunidad Autónoma. 

 

- Llamada a la prudencia sobre el tratamiento del tema, en particular de las

incidencias de los procesos judiciales. 

 

- Petición de apoyo expreso a la derogación del perturbador artículo 324 de la

Ley de Enjuiciamiento Criminal, fuente de impunidad. 

 

- Petición a Rafael Catalá, presente en la reunión, de explicaciones sobre lo

acontecido con la anunciada ampliación de 69 plazas de la Carrera Fiscal con la

que nos había entretenido en parte de las reuniones mantenidas con él, y que

resultaron finalmente no existir. El Sr Rafael Catalá no aportó explicación alguna

a este requerimiento. 

-

 CARTA INFORMATIVA SOBRE LA REUNIÓN 
CELEBRADA CON EL GRUPO PARLAMENTARIO 

POPULAR
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- Petición de ampliación de plantilla de la Carrera Fiscal, destacando que una

convocatoria de 300 plazas de oposiciones no equivale a ampliar en 300 la

plantilla, y poniendo de manifiesto lo ocurrido con la 56 promoción, un tercio de

cuyos integrantes no tuvieron plaza al obtener destino. 

 

- Apoyo a las soluciones que se adopten para salir del desastre de la justicia

digital, recordando la posición unánime de las asociaciones y del Consejo

Fiscal, con el Fiscal General a la cabeza, sistema mal diseñado y muy

perturbador en el trabajo de los fiscales. 

 

- Defensa del Real Decreto Ley relativo al Pacto de Estado contra la Violencia

de Género, destacando nuestro reciente Comunicado y defendiendo como en él

se expone las medidas adoptadas en defensa del menos, por lo demás ya

presentes en la Ley General de Seguridad Social y en números legislación

Autonómica, lo que sin demasiado éxito intentó rebatir Doña Dolors Monserrat 

. 
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Aunque celebramos el hecho de que un partido

parlamentario tome la iniciativa de reunirse con todas

las asociaciones de jueces y fiscales a fin de dar una

solución a los numerosos problemas que actualmente

afectan a la carrera judicial y fiscal, no podemos sino

mostrar sorpresa ante la situación de que en dichas

reunión el Sr Casado estuviese acompañado y

asesorado por el anterior Ministro de Justicia Sr

Rafael Catalá Polo. Como todos sabemos, los años

en los que el Sr Catalá ha estado al frente del

Ministerio de Justicia no han sido solamente unos

años de inmovilismo absoluto frente a nuestras

reclamaciones profesionales sino que, al contrario,

han supuesto la adopción de decisiones e iniciativas

fuertemente criticadas por todas las asociaciones de

jueces y fiscales, tales como la interferencia en

nombramientos, el establecimiento de los plazos del

324 o la implementación de la justicia digital.  

 

Por ello mismo, no consideramos que el Sr Catalá

Polo sea la persona idónea para tratar con esta

asociación maxime si tenemos en cuenta,

precisamente, que los dos proyectos estrella del

anterior equipo ministerial, la justicia digital y la

reducción de los plazos de instrucción a través del art

324, son ahora asumidos como un fracaso por el

Partido Popular que parece querer liderar ahora su

modificación, en contraste con el inmovilismo

mostrado durante los años en que estuvo en el poder. 

 

En conclusión, una ocasión que aprovechamos para que el Presidente del Grupo

más numeroso del Congreso conociera de primera mano nuestras reivindicaciones

y postura, y nuestro compromiso como progresistas con la mejora de la justicia y la

defensa del trabajo de los fiscales. 

 

Albacete, 4 de septiembre de 2018

"no consideramos que el
Sr Catalá Polo sea la
persona idónea para

tratar con esta asociación
maxime si tenemos en
cuenta, precisamente,
que los dos proyectos

estrella del anterior
equipo ministerial, la

justicia digital y la
reducción de los plazos
de instrucción a través
del art 324, son ahora

asumidos como un
fracaso por el Partido

Popular"
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"no consideramos que el
Sr Catalá Polo sea la
persona idónea para

tratar con esta asociación
maxime si tenemos en
cuenta, precisamente,
que los dos proyectos

estrella del anterior
equipo ministerial, la

justicia digital y la
reducción de los plazos
de instrucción a través
del art 324, son ahora

asumidos como un
fracaso por el Partido

Popular"

La Unión Progresista de Fiscales, en relación con la entrada en vigor del Real

Decreto-Ley 6/2018, de 3 de agosto, de medidas urgentes para el desarrollo del

Pacto de Estado contra la Violencia de Género, quiere poner de manifiesto lo

siguiente: 

 

La violencia de género es uno de los problemas más graves y perentorios a los que

se enfrenta nuestra sociedad, y su erradicación exige un firme compromiso de todos

los Poderes del Estado y de todas las Administraciones Públicas. Por ello, desde la

Unión Progresista de Fiscales siempre hemos mantenido la necesidad de que las

medidas contenidas en el Pacto de Estado en materia de Violencia de Género,

aprobadas por el Congreso y el Senado en septiembre del pasado año, fueran

urgentemente implementadas. Recordemos que, desde el año 2003, casi mil

mujeres han sido asesinadas por sus parejas o exparejas, y sus hijos e hijas

menores de edad han sido también víctimas de esta abominable lacra. 

 

Por ello, la reforma del artículo 23 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre,

de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, resulta a todas

luces necesario. Recordemos en primer lugar que la mayor parte de las situaciones

de violencia de género permanecen aún soterradas, por lo que es vital proporcionar

a las víctimas todo un sistema de asistencia y apoyo previo a la denuncia que les

permita afrontar con la fortaleza necesaria un procedimiento penal. 

 

Es más, la acreditación de la situación de violencia de género por vías distintas a las

procesales no es ni mucho menos una novedad en nuestro ordenamiento jurídico.

Ya el artículo 220 de la Ley General de la Seguridad Social recoge esta posibilidad

a los efectos del reconocimiento del derecho a la pensión de viudedad. También en

la  

COMUNICADO SOBRE EL DESARROLLO 

DEL PACTO DE ESTADO CONTRA LA 

VIOLENCIA DE GÉNERO 
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"no consideramos que el
Sr Catalá Polo sea la
persona idónea para

tratar con esta asociación
maxime si tenemos en
cuenta, precisamente,
que los dos proyectos

estrella del anterior
equipo ministerial, la

justicia digital y la
reducción de los plazos
de instrucción a través
del art 324, son ahora

asumidos como un
fracaso por el Partido

Popular"

En cuanto a la modificación introducida en el artículo 156 del Código Civil,

queremos recordar también la importancia de hacer primar el superior interés del

menor, evitando que el progenitor condenado o investigado por alguno de los delitos

contemplados pueda obstaculizar la prestación de la necesaria asistencia  

psicológica a sus hijos e hijas menores, abocando a la víctima a acudir a un nuevo

procedimiento judicial, lo que entendemos no se compadece con el espíritu de la

Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, que ya recoge en su

artículo 28.2 a) la previsión de la prestación de asistencia psicológica como medida

de asistencia y apoyo a las víctimas y sus familiares. 

 

Por fin, no debemos olvidar que estas reformas fueron consensuadas por todas las

fuerzas políticas, cristalizando en el Pacto de Estado, cuya redacción fue también

resultado del consenso entre la Delegación del Gobierno con la intervención del

Observatorio Estatal contra la Violencia de Género, Ministerio de Justicia y demás

Ministerios del anterior Gobierno, así como de la Fiscalía General del Estado a

través de la Fiscalía de Sala contra la Violencia sobre la Mujer. 

 

La Unión Progresista de Fiscales reitera una vez más la imperiosa necesidad de

implementar la totalidad de las medidas contenidas en el Pacto de Estado en

materia de sensibilización y prevención, pero también y sobremanera para la

asistencia y protección de las mujeres víctimas de violencia de género, así como de

dotar a los órganos judiciales y al Ministerio Fiscal de los medios suficientes para

otorgar una respuesta penal ágil, contundente, y eficaz. 

 

El Secretariado Permanente 

24 de agosto de 2018 

 

legislación autonómica encontramos esta posibilidad – Galicia, Cataluña, Castilla y

León, Andalucía, Extremadura, La Rioja o Navarra, por ejemplo, lo contemplan –

por lo que su admisión en la legislación estatal resulta imprescindible para lograr la

necesaria armonización y evitar diferencias de trato que deriven en la existencia de

víctimas de primera y de segunda e, incluso, en situaciones de desprotección en

caso de cambio de residencia. 
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https://www.lavanguardia.com/politica/20180727/451123091918/fiscal-general-estado-maria-jose-segarra-seguira-persiguiendo-fugados-proces.html
https://www.eldiario.es/politica/UPF-CGPJ-Sala-Penal-Supremo_0_796870921.html
https://www.elperiodico.com/es/politica/20180720/segarra-fernando-rodriguez-rey-6953043
https://confilegal.com/20180723-moderado-optimismo-entre-los-fiscales-y-expectacion-entre-los-jueces-tras-la-reunion-con-la-ministra/
http://www.expansion.com/juridico/actualidad-tendencias/2018/07/17/5b4db9e646163f12868b45d3.html
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https://www.eldiario.es/politica/Justicia-PP-Master-imputacion-Casado_0_817869040.html
https://www.elperiodico.com/es/sociedad/20180920/supremo-contacto-sexual-abuso-no-coacciones-7044648
https://elpais.com/politica/2018/09/10/actualidad/1536572374_335084.html?id_externo_rsoc=TW_CC
https://confilegal.com/20180910-malestar-entre-miembros-del-consejo-fiscal-por-no-ser-invitados-a-la-apertura-de-tribunales/?utm_medium=social&utm_source=twitter&utm_campaign=shareweb&utm_content=footer&utm_origin=footer
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La organización de salvamento de migrantes en el Mediterráneo Proactiva Open Arms

ha presentado en el juzgado de guardia de Palma una denuncia por omisión de socorro

y homicidio imprudente contra los guardia costas de Libia y de Italia. 

La asociación ha formulado la denuncia tras desembarcar esta mañana en el puerto de

Palma a Josefa, la superviviente del naufragio del que responsabiliza a los

guardacostas libios y, por omisión, a los italianos, y a los dos cadáveres que rescató del

mar a 80 millas de las costas de Libia el pasado martes. 

Los dos barcos de la organización de salvamento en el Mediterráneo Open Arms han

entrado a las 8.58 horas en el puerto de Palma para desembarcar a Josefa, la mujer

camerunesa encontrada con vida el pasado martes tras naufragar del barco en el que

trataba de llegar a Europa, y los dos cadáveres rescatados. 

Escoltado por una patrullera de la Guardia Civil, el "Open Arms" ha sido remolcado

hasta el Dique del Oeste del puerto de la capital balear, mientras que los medios de

comunicación que les esperaban han seguido la operación de amarre a ....
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Javier Ignacio Zaragoza Tejada 
 Fiscalía Provincial de Gipuzkoa 

El Tribunal Supremo establece la
distinción entre la doctrina botin

y la doctrina atutxa

Mientras que en uno de

ellos coinciden en la

petición de cierre el

Ministerio Fiscal y la

acusación particular, en el

segundo está ausente

cualquier acusación que

invoque la defensa del

interés particular del

perjudicado. Y sólo está

presente la acusación

 

La reciente sentencia 14 de junio de 2018 del Tribunal

Supremo, ha resuelto la polémica doctrinal que desde el

dictado de la doctrina botín se había producido. 

 

 

Así, acogiendo una tesis diferente a la sostenida, por

ejemplo, en el caso noos,  el Tribunal Supremo ha

venido a dictaminar que, en los supuestos en los que

estén personados tanto acusación popular como

acusación particular, y este último y el Ministerio Fiscal

soliciten el sobreseimiento de la causa el Juez tiene la

obligación de acordarlo. 

 

 

Esto es, sin ningún género de duda, el sentido literal del

propio artículo 782.1 de la Ley de Enjuiciamiento

Criminal que especifica que únicamente puede

ser acordada  la apertura del juicio oral (una vez dictado

auto de transformación de las actuaciones en

procedimiento abreviado) cuando alguna de las

acusaciones lo solicitan siendo que si la acusación

particular y el Ministerio Fiscal el sobreseimiento, el Juez

tiene la obligación de acordarlo. 

 

La resolución de esta cuestión va a suponer, a la larga,

una limitación del poder de las acusaciones populares

para abrir juicio oral movidos únicamente por motivos

partidistas o mediáticos. 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8429466&links=%221912%2F2017%22&optimize=20180622&publicinterface=true
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Adoración Cano Cuenca 
 Fiscalía Provincial de Valencia 

Sobre el 324 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal

Mientras que en uno de

ellos coinciden en la

petición de cierre el

Ministerio Fiscal y la

acusación particular, en el

segundo está ausente

cualquier acusación que

invoque la defensa del

interés particular del

perjudicado. Y sólo está

presente la acusación

  

La  introducción de un sistema de

plazos    por   la Ley 41/2015, de 5

de octubre, de modificación de la

Ley de Enjuiciamiento Criminal para

la agilización de la justicia penal y el

fortalecimiento de las garantías

procesales,  en el actual estado de

la justicia penal, esto es, sin

abordar un auténtico cambio en su

modelo procesal, y la atribución del

control de los plazos de 

investigación al Ministerio Fiscal, ha

sido una de las medidas legislativas

más controvertidas y cuestionadas

por todas las asociaciones  de

jueces y fiscales, en tanto en cuanto

su derogación ha sido una de las

peticiones de las pasadas

movilizaciones. Esencialmente, se

ha  venido alertando de las

consecuencias tan perjudiciales

para mucho de los procedimientos

penales que actualmente se

tramitan en nuestros juzgados y

tribunales, sobre todo  la dificultad

de práctica de diligencias

esenciales, una vez superados los

plazos de tramitación, 

 

lo cual supone abocar el procedimiento a

un sobreseimiento por falta de

acreditación de los hechos presuntamente

delictivos o inexistencia de indicios

suficientes respecto de las personas

investigadas.   

 

Por otra parte, también se ha venido

manteniendo la imposibilidad de atribuir al

Ministerio Fiscal el control de los plazos de

investigación, puesto que  esta institución 

no tiene encomendada la investigación de

los delitos y, en consecuencia, no 

interviene de forma directa en el diseño y

organización del juzgado de instrucción, 

órgano judicial encargado y máximo

responsable de  la  investigación de las

infracciones penales en nuestro sistema

procesal penal.    

(Especial agradecimiento a los compañeros de la sección territorial de Barcelona que han intervenido en la 

recopilación de buena parte de las resoluciones que se enumeran en este pequeño trabajo)
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Pues bien, este trabajo quiere ser una pequeña aportación  sobre la incidencia del

nuevo art. 324 Lecr. en los procedimientos penales en curso. A continuación, se

exponen  una serie cronológica de resoluciones judiciales, que,  por aplicación del

art. 324 Lecr., han denegado  la práctica de diligencias, por entender que los plazos

de investigación han sido superados. Como se verá, las decisiones judiciales  

afectan a procesos de investigación sencilla, pero también  a los llamados de

instrucción compleja, e, incluso, la limitación temporal en la investigación también se

ha dejado sentir en asuntos  relativos a violencia sobre la mujer.  Debe destacarse,

igualmente, que algunas de de estas resoluciones contienen pronunciamientos sobre

la reforma operada en el art. 324 Lecr. que también merecen ser atendidos.   

 

Finalmente, el resultado de esta pequeña investigación permite extraer una serie de

conclusiones críticas en torno al mantenimiento de la vigencia del art. 324 Lecr, al

menos en los términos en su redacción actual. 

 

            II.- Resoluciones judiciales  

 

1.  AP Valencia, sec. 2ª A 7-3-2017, nº 246/2017, rec. 106/2017    

 

La Sala desestima un recurso del fiscal contra el auto denegatorio de diligencias

complementarias porque no recurrió el auto de procedimiento abreviado y por tanto

se entiende que estimó que la instrucción estaba concluida y, además, al amparo del

artículo 324.5 no se pueden practicar si no se ha prorrogado el plazo de instrucción

de la causa. 

 

  

 

 

  

 

2.    ATC nº 112/2017, de 18 de julio de 2017.-  

El TC no llega a considerar la cuestión de inconstitucionalidad planteada en

relación con los plazos previstos en el nuevo art. 324 Lecr, porque el propio juez

admite conclusiones alternativas en la interpretación  del precepto, bien

considerarlo un plazo  de caducidad (con la consecuencia de nulidad de aquellas

diligencias realizadas una vez transcurrido el plazo), bien un plazo impropio u

orientativo,  cuya superación no tendría consecuencias procesales.
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3.  AP Huesca, sec. 1ª, A 26-4-2017, nº

112/2017, rec. 260/2016   

 

Estima el recurso interpuesto por la parte

investigada contra el auto de 11.8.2016 que

acuerda la prórroga del plazo inicial de

instrucción para 12 meses más. El 23.8.2016 se

acuerdan por providencia nuevas declaraciones

testificales y periciales. El tribunal estima el

recurso porque las declaraciones se acordaron

con posterioridad al auto impugnado y los   

ya aparecían en la causa con anterioridad, incluso en un informe del fiscal, sin que el

órgano instructor acordara su práctica. Además de la estimación declara nulas las

diligencias posteriores acordadas por la providencia indicada. 

 

4.  AP Huesca, sec. 1ª, A 24-3-2017, nº 79/2017, rec. 48/2017    

 

La Sala desestima el recurso y dice que no revoca el auto apelado a fin de practicar

las diligencias propuestas por el investigado porque la fase de instrucción no podía

prolongarse si adoptar la oportuna prórroga del 324,  por lo que, una vez dictado el

auto de procedimiento abreviado,  ha precluído la posibilidad de volver a la fase

sumarial. 

 

5.  AP Huesca, sec. 1ª, A 26-4-2017, nº 111/2017, rec. 114/2017   

 

Dictado el auto de procedimiento abreviado, la denunciante lo recurre en reforma y

apelación porque no se han incluido unos hechos ocurridos en Marruecos de los que

no se ha recibido declaración al investigado. La Sala desestima el recurso porque "lo

que se solicita en el recurso de apelación subsidiario a la reforma es que se acuerde

dicha declaración por los hechos que de dicen acontecidos en Marruecos en julio de

2015 (insultos y empujones), lo que nunca se solicitó al juzgado, ni podría acordarse

ahora sin conculcar el artículo 324 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal

(EDL 1882/1).". 
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6. AP Barcelona  secc. 6ª A. 2-05-17, 

nº 323/2017, 

 

En delito contra la salud pública, la Sala

estima el recurso de la defensa y

suprime la citación para declarar en

calidad de investigados acordada fuera

del plazo de los seis meses. 

 

7.  AP Barcelona , Secc. 3ª A  5-07-17,

nº 511/17 

 

En estimación del recurso de la

defensa, la Sala revoca las diligencias

de instrucción acordadas y declara que

las que lo fueron fuera de plazo

carecen de validez. 

 

8. AP Ciudad Real Sección 2ª A

10/7/17,   nº 250/17 

 

La Sala confirma el archivo de la causa

al no poder otorgar eficacia a la

diligencia de declaración de investigado

fuera de plazo 

 

9. AP Castellón, sec. 2ª 21-9-2017, nº

411/2017, rec. 391/2017   

 

La Sala estima el recurso porque se

acuerda la ampliación fuera de plazo,

porque la instrucción está

prácticamente finalizada, la excesiva

carga de trabajo del juzgado no justifica

la ampliación y para aplicar el 324.4

hay que estar en casos excepcionales. 

 

 

10. AP Castellón, sec. 2ª 28-9-2017, nº

417/2017, rec. 237/2017    

 

Contra el auto que acuerda la

complejidad la defensa interpone

recurso. La Sala estima el recurso

alegando que se trata de un delito de

alcoholemia con lesiones sin que se

prevea dificultad en su determinación.

Asimismo, dice que el juez no ha

motivado su resolución ni siquiera por

remisión a la petición del fiscal que

tampoco explica las razones de la

ampliación del plazo más allá de

consideraciones genéricas. Así pues,

concluye que no hay razones que

justifiquen la complejidad. 

 

11. AP Huesca, sec. 1ª, A 23-10-2017,

nº 310/2017, rec. 51/2017   

 

El investigado pide la prórroga de la

instrucción que se deniega por auto de

24.10.2015. Contra dicho auto el

investigado interpone recurso de

reforma y subsidiario de apelación y

que se declare compleja la causa hasta

la finalización de  la pericial psicológica.

El 14.10.2016 el juez dicta el auto de

procedimiento abreviado contra el que

el investigado también interpuso

recurso de reforma i subsidiario de

apelación. La Sala desestima la

prórroga porque se solicita pasados los

6 meses y porque el informe pericial ya

se está elaborando . 
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12.  AP Castellón, sec. 2ª 7-11-2017, nº 483/2017, rec. 500/2017   

 

La defensa del investigado interpone recurso contra el auto que acuerda ampliar el

plazo de instrucción hasta 24 meses más. La Sala estima el recurso por falta de

motivación, puesto que no se mencionan las razones de la ampliación, con violación

al derecho a la tutela judicial efectiva, además tampoco se ampara en ninguna

diligencia concreta sino en consideraciones genéricas. Tratándose de un delito leve

de usurpación de bien inmueble la investigación es sencilla. 

 

13. AP Castellón, sec. 2ª 15-11-2017, nº 507/2017, rec. 409/2017   

 

La defensa del investigado interpone recurso contra el auto que acuerda ampliar el

plazo de instrucción hasta 24 meses. En este caso la Sala estima el recurso

alegando que se ha acordado extender el plazo de instrucción cuando ya se habían

rebasado los iniciales 6 meses, contraviniendo así el tenor literal del art. 324.

Además, la ampliación del plazo del 324.4 tiene un carácter excepcional sin que en

este caso se haya justificado ni explicado debidamente. Añade que la carga de

trabajo del juzgado no es motivo suficiente para prolongar el plazo de instrucción. 

 

 

14.  AP Zaragoza, sec. 3ª 29-11-2017, nº 748/2017, rec. 1087/2017   

 

La Sala desestima el recurso contra el auto de sobreseimiento y añade. "Y en lo que

hace referencia a la práctica de la prueba propuesta, la misma no cabe al haber

expirado el plazo de seis meses que establece el artículo 324 de la Ley de

Enjuiciamiento criminal (EDL 1882/1), que comenzó a contarse desde el momento

en que entró en vigor la reforma procesal operada en la Ley de Enjuiciamiento

Criminal por Ley 41/2015 (EDL 2015/169139), plazo de orden público al no haberse

declarado la causa compleja, y que da lugar, o bien a que se acomode el

procedimiento, o bien a que se sobresea, circunstancia adoptada por el Señor Juez

instructor y que se ratifica en esta segunda instancia por lo argumentado

precedentemente 

 

15. AP Huesca, sec. 1ª, A 16-1-2018, nº 11/2018, rec. 9/2018      
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Los querellantes interponen un recurso de reforma y subsidiario de apelación contra

el auto de sobreseimiento. La Sala dice que "no pueden pretender los recurrentes

que se sigan practicando más diligencias de investigación, cuando el pasado seis

de junio se agotó la prórroga acordada al amparo del artículo 324 de la Ley de

Enjuiciamiento Criminal (EDL 1882/1). 

 

16. AP Navarra, sec. 2ª, A 28-3-2018, nº 74/2018, rec. 633/2017.-  

 

Deniega la práctica de diligencias e incluso la posibilidad de  investigar a otra

persona.  Reprocha que la declaración de complejidad la decretara solo el Juez

instructor y que se hiciera una vez superados los  seis meses.  

 

La solución que se propone es aperturar nuevas diligencias contra esa persona que

no ha declarado como investigada, siempre y cuando no  prescriban los hechos.  

 

17. AP Barcelona, sec. 3ª, A 27-3-2018, nº 250/2018, rec. 98/2017.-  

 

Denegación de práctica de diligencias por transcurso del plazo de investigación. 

 

18. AP Madrid, sec. 4ª, A 28-3-2018, nº 310/2018, rec. 1410/2017 .-  

 

Se revoca     el sobreseimiento, para que se dicte otra resolución de acuerdo con el

art. 779, pero no se accede a la práctica de diligencias, por superación del plazo. 

 

19. AP Barcelona, sec. 5ª, A 3-4-2018, nº 248/2018, rec. 212/2018.-  

 

Denegación de práctica de diligg. por transcurso de los plazos  e incluso se

cuestiona la  declaración de complejidad.  

 

 

20. AP Barcelona, sec. 22ª, A 17-4-2018, nº 218/2018.-  

 

El 324 establece plazos claros, no sujetos a interpretación alguna. (Asunto de

Violencia sobre la mujer). No petición de declaración de complejidad y el Tribunal

accede solo a la práctica de las diligencias ya acordadas por la sala de apelación,

pero no otras, por haber transcurrido el plazo de los seis meses.  
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21. AP Madrid, rec. 4ª, A 17-4-2018, nº 352/2018, rec. 362/2018.-  

 

Denegación de práctica de diligencias por transcurso del plazo de investigación. 

 

22. AP Valencia, sec. 5ª A 20-4-2018, nº 366/2018, rec. 491/2018    

 

La Sala desestima la ampliación de la instrucción porque el fiscal no explica,  y

tampoco lo hace la juez,   las diligencias que falta practicar en el procedimiento.  

 

 23. AP Badajoz, sec. 3ª, A 26-4-2018, nº 142/2018, rec. 130/2018   

 

(Asunto procedente de Violencia sobre la Mujer). No permite prorrogar la

investigación, porque no se solicitó la declaración de causa compleja. Transcurrido el

plazo de seis meses, el juez debe resolver con arreglo al art. 779. 

 

24. AP Valencia, sec. 2ª A 9-5-2018, nº 456/2018, rec. 576/2018.  

 

La Sala desestima la ampliación de plazo razonando que el fiscal justifica la

complejidad "al estar implicados en los hechos que dieron lugar la presente causa

varias personas y ser necesaria la continuación de las investigaciones para aclarar

su identidad y la participación de las mismas en los referidos hechos", una genérica

pretensión que no se incluye en ninguno de los supuestos de complejidad de la

investigación del art. 324. 

 

25.  AP Valencia, sec. 2ª A 4-5-2018, nº 458/2018, rec. 586/2018    

 

La Sala desestima la ampliación por haberse acordado fuera de plazo. 

 

26.  AP Valencia, sec. 2ª, A 9-5-2018, nº 456/2018, rec. 576/2018.-  

 

Reconoce inseguridad jurídica en la regulación, sobre todo en lo que hace al plazo

máximo de investigación. Deniega la declaración de complejidad  solo por  la

alegación de  estar implicados en los hechos  varias personas y ser necesaria la

continuación de las investigaciones para aclarar su identidad y la participación de las

mismas en los referidos hechos. 
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27.- AP Valencia, Sección 5ª 15-05-2018 nº 440/2018  

 

Deniega informe médico-forense a la defensa, para  demostrar el éxito de un

tratamiento de deshabituación a drogas, por transcurso del plazo de investigación. 

 

28. AP Valencia, sec. 5ª A 7-6-2018, nº 527/2018, rec. 657/2018.  

 

La Sala deniega prorrogar el plazo porque no se justifica y examinada la causa solo

falta una pericial que además ya está acordada y, por tanto, la instrucción

prácticamente finalizada. 

 

 29.  AP Valencia, sec. 5ª A. 20-6-2018, nº 607/2018, rec. 815/2018.  

 

La Sala entiende que no se puede prorrogar el plazo porque el fiscal lo ha pedido

más allá de los 6 meses iniciales. 

 

 30. AP Barcelona Sección 9ª, nº 231/18,  A 22/3/2018.-  

 

“Piensa el legislador que es en la fase de instrucción donde se producen los

grandes retrasos del proceso penal, cuando lo cierto es que las causas de la

demora con frecuencia son orgánicas, por deficiente infraestructura, carencia o

insuficiencia de medios personales y/o materiales” 

 

 31. AP Granada, Sección 2ª A 17-4-2010, nº 267/18   

 

“ La  ley procesal se aparta una vez más de los medios escasos con que cuenta la

Administración de Justicia en general y el MF en particular, que hacen ilusorios e

impracticables esos plazos, cuando se ha de depender de otros organismos o

instituciones en la práctica de diligencias …. O simplemente imposibles de controlar

por los miembros del MF encargado de instar la declaración de complejidad o sus

prórrogas, al no formar parte de la oficina judicial ni existir recursos humanos

suficientes , tal y como está estructurado….” 
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Este pequeño acopio de resoluciones en

torno a la aplicación  del nuevo art. 324

de la Lecr.  permite  extraer las siguientes

conclusiones: 

 

1ª) La interpretación de una cuestión tan

importante como el  plazo de

investigación del delito se ha dejado en

manos de las Audiencias Provinciales, 

que establecen criterios diferentes según

las secciones, con merma evidente del

principio de seguridad jurídica (art. 9.3

CE). 

 

2ª) Tampoco hay criterios comunes en

punto a la declaración de complejidad de

la causa, ni siquiera si la puede declarar

el juez  de oficio.  

 

3ª) Alguna resolución judicial incluso

reconoce expresamente la imposibilidad

de que los fiscales podamos llevar a

cabo  la labor de revisión de las causas

(AP Granada, Sección 2ª 17/4/2010, nº

267/18) 

 

4ª) La mayoría de resoluciones

consultadas mantiene que se trata de

plazos  claros, preclusivos. En

consecuencia,  la imposibilidad de

practicar más diligencias ( a favor o en

contra del acusado) puede poner en

riesgo el derecho a la tutela judicial

efectiva, que también asiste al Ministerio

Fiscal.  

 

5ª)  La introducción de los

plazos procesales de

investigación  no ha tenido en

cuenta el plazo de prescripción

de los delitos, que sin embargo

ha ido agravándose en las

últimas reformas del CP. No se

responde a  la cuestión de por

qué puede dejar  de

investigarse un delito que no ha

prescrito. 

 

6ª) La investigación sujeta a

plazos tan cortos merma sin

duda las instrucciones en

nuestro país y puede poner en

serio peligro un sistema penal

que debe garantizar la

protección de los ciudadanos a

través de un proceso justo. Los

operadores jurídicos debemos

trabajar con una dosis de

sosiego y estudio importante,

dado los intereses en juego.  

 

7º) El control de los plazos no

puede encomendarse al

Ministerio Fiscal, puesto que no

tiene encomendada la

actividad  de investigación  de

los delitos.     
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Criterios para determinar la 
continuidad delictiva en los delitos 

contra la libertad sexual

El supremo fija por primera vez la 
agravante de género

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8455431&links=&optimize=20180720&publicinterface=true
https://confilegal.com/20180928-el-supremo-fija-por-primera-vez-la-agravante-de-genero/
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VIRGINIA  GARCÍA    ALLER  

FISCALÍA  DE  AREA  DE  VILANOVA  I  LA  GELTRU

 CONSTITUCIÓN
DE LA RED DE

MUJERES DE LA
UPF 

 

Siguiendo la idea surgida en el último Congreso de Valencia, os trasladamos la

iniciativa de crear, en el ámbito de la UPF, un grupo de trabajo denominado RED

DE MUJERES, al que se podrá adscribir cualquier asociado o asociada que esté

interesado. 

 

  
El objeto de dicha Red será la creación de un

espacio de reflexión conjunta para la

elaboración de estudios jurídicos en materia

de igualdad de género, abarcando distintos

ámbitos y áreas de conocimiento de una

manera transversal. El grupo tendrá carácter

autoorganizativo, y en el mismo se integrará

una vocal del Secretariado Permanente con

funciones de enlace. 

 

Con el fin de facilitar y promover la acción

asociativa en materia de género, el resultado

de los trabajos se podrá trasladar

periódicamente al Secretariado, y a través de

este a la vocal del Consejo Fiscal integrante

de la Comisión de Igualdad. La Red podrá

también organizar actos, charlas y encuentros

con el objeto de difundir su labor. 

 

 

Próximamente os

enviaremos una

nueva

comunicación para

que las personas

interesadas en

integrarse en esta

Red puedan

inscribirse.
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A Manuel Miranda, mi compañero, mi 
amigo... 

 

En nuestro recuerdo

 

Hace muchos años que conocí a Manolo

Miranda. Acabábamos de sacar nuestras

oposiciones a fiscales y nos fuimos a vivir

juntos a Madrid con otro compañero de

promoción. La verdad es que, desde el

principio, tuvimos una fuerte conexión que

ha ido acrecentándose a lo largo de los

años. Teníamos una forma muy parecida

de ver la vida y, sobre todo, creíamos en el

derecho como un arma para crear mejores

sociedades y el Ministerio Fiscal como un

servicio publico destinado a proteger los   

derechos fundamentales de los ciudadanos y remover los obstáculos que creaban

las diferencias sociales y las desigualdades. Creíamos que las garantías eran

necesarias para limitar el poder de la violencia estatal y sentíamos que nuestra

obligación era trasladar esa concepción a las nuevas generaciones. No sabíamos

entonces que esa postura nos daría las mayores satisfacciones y también los

mayores desprecios por aquellos que se sienten cómodos en una sociedad injusta.  

Pero Manuel era algo más que todo eso. Era alegre. Por las mañanas en nuestro

apartamento nos levantamos con música de los Beach Boys o de Jhonny Clegg &

Sabuka. Nos reíamos y él nos hacía disfrutar con ese humor ácido que siempre le

caracterizó. Nos matriculamos juntos en la UNED, yo en Biología y él en Historia de

América, una América que siempre le fascinó, hasta el punto de que en México era

un mexicano nacido en España, en Dominicana un dominicano nacido en España o

en Chile un chileno nacido en España. Un ciudadano del mundo para el que no

existían fronteras. Un mundo abierto en el que desparramó su sabiduría. Alguno le

ha igualado al mismo Ferrajoli, mientras aquí algún alto cargo de la Fiscalía se

permitía el lujo de retirarlo de la formación de los fiscales porque según él los

adoctrinaba.  
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En nuestro recuerdo

 

He de decir que sí lo hacía. Los adoctrinaba en esa idea de servicio publico en

defensa de los más vulnerables, de los más necesitados. Los adoctrinaba en ese

modelo de Fiscal en el que ambos creíamos pero que otros ( fiscales vocacionales

prestos a salir a los despachos privados) aborrecían profundamente.  

 

A lo largo de treinta años compartimos muchos proyectos, sobre todos orientados a

evitar la victimización secundaria de los menores y a reflexionar sobre un sistema de

formación inicial de los fiscales que los dotara de los instrumentos para ser mejores

fiscales, para ser mejores defensores de los ciudadanos, mejores servidores publicos.

Y compartimos muchas vivencias, muchos momentos de ocio y muchas

conversaciones sobre como lograr un mundo mejor. 

 

Hoy la presencia fisica de Manolo ya no está, pero el sigue aquí con su mirada

profunda. Sigue reflexionando sobre como formar mejores Fiscales. Murió con un

esquema de esa formación en la cabeza. Una pena que no le diera tiempo a

trasladarnosla. Quedó pendiente una cita con la nueva directora del CEJ. Pero esa

cita tendrá lugar porque Manuel Miranda aún sigue construyendo en el reino de las

nubes. 

 

 

  

Cristóbal Fábrega Ruiz 

Fiscalía Provincial de Jaen



POOL CLEANING SERVICE
According to Wikipedia, swimming pool sanitation is
the process of ensuring healthy conditions in
swimming pools, hot tubs, plunge pools, and similar
recreational water venues.


